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Se solicita que se declare la nulidad de actuaciones del recurso
183/1984, desde el momento en que dejó de d¡¡rse al Ayuntamiento el
oportuno traslado siguiente a su personación, y que se reconozca el
derecho a obtener la tutela efectiva de los Juece'i y Tribunales por parte
del Ayuntamiento de Valencia.

4. Mediante providencia de 9 de diciembre de 1987, la Sección
Segunda acordó la admisión a trámite de la demanda e interesó de la
Audiencia Territorial de Valencia la remisión de las actuaciones
correspondientes al proceso contra 'cuya decisión final se dirige la
impugnación. así como el emplazamiento de quienes en él hubiesen sido
parte, para comparecer ante este Tribunal en defensa de su derecho.

Recibidas las mencionadas actuaciones. la misma Sección Segunda,
por providencia de 29 de febrero de 1988. acordó acusar recibo de ellas,
tener por comparecido al Abogado del Estado. en representación de la
Administración Pública, y dar vista de las actuaciones por el plazo
común de veinte días al recurrente, al Abogado del Estado y al
Ministerio Fiscal, de acuerdo con lo establecido en el arto 52.1 LOTe.

Dentro del plazo a que acaba de hacerse referencia, han presentado
sus alegaciones todos los comparecidos, coincidiendo todos eUos en
solicitar la concesión del amparo que se pide.

La representación del Ayuntamiento de Valencia se limita a remi·
tirse, por razones de economía procesal. a los fundamentos de su
demanda. El Ministerio Fiscal se apoya en la doctrina de este Tribunal,
especialmente en la recogida en las SSTC 114/1986 y 17211985. El
Abogado del Estado, por último, además de abundar en las mismas
razones. hace algunas consideraciones sobre la capacidad de las personas
de Derecho público para ser titulares del derecho a la tutela judicial
efectiva (SSTC 4/1982 y 19/1983) Y sobre la procedencia de considerar
cumplido en el presente caso el requisito impuesto por el art. 44,1 a)
LOTC, pues aunque el Ayuntamiento no acudió al recurso de súplica
que le ofrecía el Auto queinadmitió su apelación, es claro que tal
recurso, como el posterior de queja, tenían nulas posibilidades de
prosperar. por lo que el caso presente es similar. dice, a los resueltos por
las SSTC 81/1983 y 125/1987.

5. Mediante providencia del pasado 3 de octubre, la Sala señaló
para deliberación y fallo del presente recurso ef día l? de dici~m~re, y
nombró Ponente al Magistrado que en el encabezamIento se mdlCa.

1I. Fundamentos jurídicos

l. Al analizar el fondo de la queja que la Corporación actora nos
plantea, centrada'en la falta de traslado por la Audiencia Territorial de
toda actuación en el proceso contencioso-administrativo en el que esa
Corporción ostentaba la posición de codemandada, lo que le habría
ocasionado la indefensión que prohfbe el art. 24.1 de la Constitución,
hemos de empezar por constatar que. en efecto. el Ayuntamiento de
Valencía fue tenido por personado en el referido proceso. sin que, eHo
no obstante. se le diera traslado del expediente administrativo para que
contestara a la demanda ni se le otorgara plazo para evacuar el tramite
de conclusiones nI. en fin, se le comunicara la fecha de votacIón y fallo
del recurso. A tenor de lo consignado en el antecedente segundo de la
Sentencia, parece que la Sala entendió que el Abogado del Estado
defendía asimismo la posición del Ayuntamiento.

Una vez verificada la constatación anterior y previamente a toda
consideración acerca de la entidad real de la situación de indefensión
alegada, se ha de recordar que., ciertamente. y como reiterábamos en
nuestra STC 12/1987 (fundamento juridico 2\). la exigencia contenida
en el arto 24.1 de la C.E. comporta la necesidad de respetar en todo
proceso el derecho a la defensa contradictoria de las partes que lo sean
o deban serlo. asegurándoles el órgano judicial la posibilidad de sostener
argumentalmente sus respectivas pretensiones y de rebatir los funda­
mentos que la parte contraria haya podido formular en apoyo de las
suyas (STC 12/1987, fundamento jurídico 2.°), También tuvimos
oportunidad de declarar que la indefensión no desaparece por el hecho
de que el Abogado del Estado, sin actuar en nombre de una Corporación

Dada en Madrid a diecinueve de diciembre de mil novecientos
ochenta y ocho.-Francísco Tomás Valiente.-Francisco Rubio Llo­
rente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eugenio Díaz EimiL-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

2.° Anular la Sentencia de la Sala Tercera de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Madrid (rollo 56/1986), de 2 de abril de 1987.

3.0 Retrotraer las actuaciones en el citado procedimiento de apela­
ción al momento en que doña Carmen Gago Cabos se personó en la
apelación y solicitó el nombramiento de Abogado y Procurador de
oficio, a fin de que el órgano judicial resuelva lo procedente en Derecho.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Sala Primera. Semencia 248/1988, de 19 de diciembre.
Recurso de amparo 896/1987. . Iyuntamiento de Valencia
contra omisión procesal de la Sala Primera de la
Audiencia Territorial de ·~·a¡enc¡a, cunsfslenle en falta de
traslado de actuaciones duran1e IJ tramitación de recurso
con!encioso-administrali vo.
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la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás v Valiente, Presidente: don Francisco Rubio Uorente,
don Luis Díez-Piéazo y Ponce de León, don AntoOlo Truyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil y don Miguel Rodríguez-Pinero y Bravo-ferrer.
Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Carmen Gago Cobas y, en su
virtud:

l.0 Reconocerle el derecho a la tmela judicial efectiva sin indeten­
sión y a la defensa y a la asistencia de Letrado,

EN NOMBRE DEL REY

En el recurso de amparo núm. 896; 1987. promovido por el excelentí­
simo Ayuntamiento de Valencia, representado por el Procurador de los
Tribunales don Luis Pulgar Arroyo. y bajo la dirección de Letrado,
respecto de la omisión procesal de la Sala Primera de lo Contencioso­
Administratívo de la Audiencia Territorial de Valencia. consistente en
falta de traslado de actuaciones a dicha parte durante la tramitación del
recurso contencioso-administrativo numo 183/l984. han sido parte el
Abogado del Estado, ha comparecido el Ministerio Fiscal, siendo
Ponente el ~lagistrado don Francisco Rubio Llorente. quien expresa el
parecer de la Sala.

proceda a tramitar el oportuno incidente de justicia gratuita para
resolver su petición de designación de Abogado y Procurador de oficio
que se encarguen de su defensa.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE U.. CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
EsPAÑOLA,

L Antecedentes

L El Procurador de los Tribunales don Luis Pulgar Arroyo, en
nombre del excelentisimo Ayuntamiento de Valencia, interpone recurso
de amparo, mediante escrito que tuvo su entrada el 25 de junio de 1987,
contra omisión procesal de la Sala Primera de lo Contencioso~Adminis­

trativo de la Audi.encía Territorial de Valencia, consistente en falta de
traslado de actuaCIones a dicha parte durante la, tramitación del recurso
contencioso-administrativo núm. 183/1984_

2. Los hechos en que se funda la demanda son los siguientes:

a) RENFE interpuso recurso cohtencioso-administrativo contra
Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Provincial de
Valencia de 23 de diciembre de 1983. desestímatoria de reclamación
económico-administrativa, formulada por la propia RENFE, contra
liquidación girada por el Ayuntamiento de Valencia de tasa de alcantari­
llado.

b) El Ayuntamiento de Valencia. en cumplimiento de Acuerdo del
Pleno de 17 de mayo de 1984, del que se aporta copia. compareció en
tal recurso administrativo como codemandado ante la Audiencia
Territorial de Valencia, mediante escrito de personación de 23 de mayo
de 1984.

. c) Sin mediar desde entonces -se dice- traslado alguno al Ayunta~
mIento demandante de amparo, dicha Sala de jo Contencioso-Adminis­
trativo dictó Sentencia estimatoria del recurso de RENFE de 10 de abril
de 1987, de la que si se dio traslado a la Entidad recurrente el día 24 del
mismo mes y año.

d) Interpuesto por el Ayuntamiento. el 29 de abril de 1987, recurso
de apelación en el que solicitaba la nulidad de actuaCiones por la falta
de traslado antes indicada y alegaba indefensión y vulneración del
art. 24.1 c.E.. la Sala Primera de lo Contencíoso-Adminisrrativa de la
Audiencia Territorial de Valencia, por Auto de :20 de mayo de 1987,
acordó su inadmisíbilidad por ser la cuantía del asunto inferior a
500.000 pesetas.

3. En la demanda de amparo se cita como infringido el arto 2.1.1
CE. Y se entiende que se ha producido indefensión. por la falta de
traslado al Ayuntamiento. de actuación alguna desde su personación en
autos.
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Publiquc5C csta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estadm"

Dada en Madrid a diecinueve de diciembre de mil novecientos
ochenta y ocho.-Francisco Tomás VaJiente.-Francisco Rubio Llo·
rente.-Luis Díez+Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eugenio Diaz EimiL-Miguel Rodríguez-Piñcro y Bravo­
Ferrer.-Finnados y rubricados.

Desestimar el presente recurso de amparo

Ha decidido

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal ConstitucionaL POR LA
AUTORiDAD Ql;E LE CONfIERE LA CONSTlTCClÓ!" DE LA NACJÓN
EsPAJ'<OLA,

1. Antecedentes

Es cierto. en efecto. que la Audiencia Temtorial, tal vez en razón del
equivoco antes señalado, no empla7ó al Ayuntamiento de Valencia,
personado en el proceso. para que contestara a la demanda. No menos
cierto es, sin embargo, que si esa Corporación hubiera querido defen­
derse a traves de su Abogado propio. no le faltaron ocasiones para
hacerlo de haber actuado con la diligencia que su condición de
AdministraC'ión publica exigía: diligencia que los medios con los que
cuenta, como Ayuntamiento de una gran ciudad, hadan posible. En el
largo tiempo que media entre la presentación del escrito de personación
(23 de mayo de 1984, al que se proveyó en 18 de febrero de 1985) v la
notificacló'n de la Sentencia (24 de ab-nl de 1987), el Ayuntamiento de
Valencia pareció desinteresarse por entero del curso del proceso en el
que era parte. Un desinterés tanto mas notable cuanto que. de tiempo
en tiempo, se producían decisiones judiciales que inequívacamente le
advertían del progreso de las actuaciones. Por oficio de 8 de marzo de
1985, la Audiencia solicitó del Ayuntamiento el envio del expediente
admmlstrativo, so\¡cítud que el Ayuntamiento cumplimentó el 21 del
mismo mes, haciendo constar en el oficio de remiSión que ésta se hacia
para surtir efectos en el recurso núm. 183/1984, interpuesto por RENFE.
De nuevo, mediante oficio de 11 de octubre de 1985. la Audiencia
solicitó del Ayuntamiento la expedición de un certificado propuesto
como prueba por la repesentación procesal de RENFE, certiticado que
expide el siguiente día 4 de noviembre el senor Secretario general del
Ayuntamiento, con el visto bueno del señor Alcalde y también con
mención expresa del fin con el que se expedía.

Es evidente que, con un minimo de diligencia, el Ayuntamiento al
que la reclamación del expediente administrativo y la propia remisión
de éste debiÓ evidenciar que se iba a abrir el tramite para la formulación
de una demanda de la que no se le dio traslado pudo reaccionar frente
a esta omisión, si no antes, al expedir el certificado que de él se reclamaba
como prueba en un recurso en el que él se habia personado. Su
inactividad no elimina. ciertamente, el error cometido por la Audiencia
Territorial al no darle traslado de la demanda. una vez personado. pero
en razón de l.a necesaria ponderación antes señalada, impide dar a tal
eITor la trascendencia constitucional que ahora se pretende, subordi­
nando a su derecho el de la otra parte del proceso.

1. En su demanda de amparo el Ente Público RTVE relata los
hechos, sustancialmente en los siguientes términos.

El empleado fijo de RTVE don Carlos Dorremochea Aramburu
dedujo demanda laboral contra el Ente Público sobre reconocimiento de
determinada categoría profesional, y la Magistratura de Trabajo núm. 18
de las de Madrid dictó Sentencia con fecha 2 l de febrero de 1984, por
la que estimó la demanda. Contra esta Sentencia la Abogacía del Estado
anunció y fonnalizó recurso de suplicación ante el Tribunal Central de
Trabajo, alegando, a los efectos que aquí importa destacar, que «no
procede la constitución de depósitos y consignaciones de conformidad
con 10 dispuesto en el párrafo I d:.-l arto 183 del Texto de Procedimiento
Laboral y art. 57 del Reglamento del Cuerpo de Abogados-del Estadm,.
El Tribunal Central de Trabajo, por Auto de 6 de mayo de 1987, tuvo
por desistido al Ente Público de RTVE, por entender que «el antiguo
privilegio (refiriéndose al de no consignar) ha desaparecido y en
concreto no se conserva para el Ente recurrente».

El demandante en amparo nos pide que declaremos la nulidad del
Auto de 6 de mayo de 1987 en el recurso de suplicación L156fl984.
Funda su petición en las siguientes alegaciones: A su juicio el Auto crea
una «1:1dudable situación de inseguridad juridic<l», ya que el Tribunal
Supre"lo, en Auto de 22 de enero de 1983 v en Sentencía de 19 de
septiembre de 1985, adoptó «un criterio diametralmente opuesto al del
Auto» impugnado. El supuesto incumplimiento de trámites procesales
no está fundamentado en el Auto con apoyo en ningún precepto
concreto, mientras que la innecesariedad de constituir la consignación y
depósitos exigidos por los arts. 170 y 1R1 viene determinada por una
serie de disposiciones legales, y así lo reconoció el Tribunal Supremo en
sus resoluciones antes citadas.
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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

En el recurso de amparo núm. 962/1987, promovido por el Ente
Público Radiotelevisié:l Española, representado por el Procurador de los
Tribunales don Luis Pozas Granero. y bajo la dirección de Letrado,
respecto del Auto del Tribun2.1 Central de Trabajo de 6 de mayo de 1987.
que tuvo a la Entidad recurrente por desistida del recurso de suplicación
preparado contra Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 18 de
Madrid. en proceso sobre clasificación profesional, han sido parte don
Carlos Dorremochea Aramburu, representado por el Procurador de los
Tribunales don José Manuel Dorremochea Aramburu \' el Ministerio
Fi~cal. Ha sido Ponente el Magistrado don Francisco Tomás y Valiente,
qUIen expresa el parecer de la Sala.

local, defienda la juridicidad del acto emanado de éste. pu;:::; lo que se
denuncia por esa Corporación es la impOSibilidad de hacerse Olr
directamente en un proceso en el que se debate un asunto que afecta de
manera inmediata a su esfera juridica, sin que a tal conclUSión obste la
hipotética coincidencia argumental con 10 aducido por las restantes
partes procesales y, en concreto, con lo alegado por el represt"lltante de
la Administración Central (STC 82/l983. fundamento juridico 5.°).

Junto a esto ha de recordarse también. sin embargo, que el concepto
de indefensión con trascendencia constitucional es de caracter material
y no exclusivamente formal, de modo que no podrá alegarse en esta sede
si, aun existiendo una omisión judicial lesiva, en principio. del derecho
a ser oído en un proceso en el que se ostenta la condición de parte, no
se ha observado frente a aquélla, en el curso de las diferentes fases
procesales. la debida conducta diligente con miras a propiciar su
rectificación. En otros términos. si al interesado le resulta factible
conocer, a lo largo de un proceso·cuya pendencia le consta. la preterición
de que es objeto en las diversas secuencias del mismo y no acude al
órgano judicial impetrando su remedio. la queja de indefensión luego
esgrimida en amparo no podrá ser acogida. pues, materialmente. habrá
que darla por inexistente.

Como en otros muchos casos, en aquellos en los que se alega la lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva sm indefensión, este Tribunal ha
de establecer la necesaria ponderación entre tal derecho, en el supuesto
concreto, y el derecho fundamental, del que lambién son titulares las
restantes partes del proceso, a que éste se resuelva si.n dilaciones
indebidas' ya la ejetución de las Sentencias. Estos derechos deberán, sin
duda, ceder ante el que hemos citado en primer lugar si quien viene ante
nosotros en demanda de amparo ha sido colocado en una situación de
indefensión de la que no pudo liberarse actuando con la diligencia que
sus medios le permiten. No asi cuando. por el contrario, tuvo oportuni­
dades razonables de conocer cuál era la situación en la que se encontraba
y de reu.ccionar frente a ella. pues en ese caso el reconocimiento de una
primacía absoluta a su propio derecho equivaldria a hacer pagar a los
titulares del derecho fundamental a un proceso sin dilaciones las
consecuencias de una conducta ajena. En esta necesaria ponderación no
puede desconocerse lampoco, por último, que no es la misma la
situación en que, a este respecto. se enC'uentran los Entes públicos y los
simples ciudadanos, por más que. en el presente caso. esta diferencia no
sea de relieve. No cabe olvidar. en efecto. que si bien las personas
jurídicas de Derecho publico gozan del derecho a la tutela judicial
efectiva, con los demás que. en ruanto les sean aplicables, garantiza el
art. 24 de nuestra Constitución, también gozan. en relación con los
ciudadanos, de privilegios exorbitantes como son. entre otros. el de la .
ejecutoriedad de sus propias resoluciones, que aunque justificados por
las necesidades de la vida pública. deben ser reducidos a sus límites
estrictos. lo que obliga a dichos Entes. entre otras cosas. a actuar con lá
máxima diligencia para reducir cuanto sea posible la duración de los
procesos contencioso-administrativos en los que se cuestiona la juridici­
dad de su actuación.

2. La aplicación al presente caso de la doclrina ante5 expuesta nos
lleva necesariamente a desestimar la demanda de amparo 'j las peticio­
nes, en ella contestes, de las re5tantes partes.

SENTENCI.~

Sala Primera. Senfencia 247/1988. de 19 de diciembre.
Recurso de amparo 961/1987. Conrra AlIto del Trilmnal
Central dp TrabaJO. teniendo a RTVE por desistida de!
recursu de suplicación preparado contra Sentencia de
),fagistratura de TrabaJO. en proceso sobre clasificación de
personal, RequlSllOs procesales: Subsanabt!idad

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente: don Francisco Rubio L1orente,
don Luis Diez-Picaza y Ponce de León. don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Diaz Eimil y don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
Magistrados, ha pronunciado

J


